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			The Amazon Regime, in its functional degeneration, has facilitated the erosion of the tax base; however, the imposition of a 100% territoriality requirement constitutes a disproportionate measure. 

			While the Bill seeks to address tax avoidance and the regressivity of tax expenditures, by demanding productive self-sufficiency in a region characterized by geographic isolation and infrastructural deficiencies –factors expressly acknowledged in the legislative initiative itself– the rule ultimately penalizes legitimate investment and deepens extra-regional economic disarticulation.
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			El Régimen de la Amazonía, en su degeneración funcional, ha facilitado la erosión de la base imponible; sin embargo, la imposición del criterio de territorialidad del 100% constituye una medida desproporcionada. 

			Si bien el Proyecto de Ley 12281/2025-CR pretende corregir la elusión y la regresividad del gasto tributario, al exigir una autosuficiencia productiva en una región caracterizada por el aislamiento geográfico y la precariedad de infraestructura –factores reconocidos en la propia iniciativa legislativa–, la norma termina penalizando la inversión legítima y profundizando la desarticulación económica extra zonal.
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			I.	INTRODUCCIÓN

			A.	Fundamento constitucional, teleología del régimen y planteamiento del problema estructural

			El desarrollo del Perú ha sido históricamente asimétrico: mientras el crecimiento económico, la inversión pública y la institucionalidad del Estado se concentraban en la franja costera –con Lima como eje dominante–, la región de la selva quedaba progresivamente desplazada del proyecto nacional de desarrollo, pese a constituir la mayor extensión territorial del país1. La selva fue marginada del diseño efectivo de la política pública, siendo concebida más como una reserva de recursos que como un actor económico integrado (Dourojeanni, 2009).

			En ese vacío estructural, consecuencia directa de la matriz centralista del Estado peruano, surge el Régimen Tributario de Promoción de la Inversión en la Amazonía (en adelante, el Régimen), implementado por la Ley 270372 (en adelante, la Ley), a fin de la década de 1990, como una respuesta jurídica a un problema que es, esencialmente, político, territorial y social. La Ley materializa el mandato imperativo del artículo 69 de la Constitución Política del Perú (1993), que impone al Estado la obligación de promover el desarrollo sostenible de la región selva. Su lógica no es fiscalista; sino extrafiscal, ya que busca inducir inversión donde la falla de mercado se ve agravada por la inacción estatal (García Novoa, 2012, pp. 77-110). Como ha señalado el Tribunal Constitucional, este trato diferenciado no vulnera la igualdad, sino que constituye una medida de acción afirmativa necesaria para corregir desigualdades materiales profundas (STC 00042-2004-AI/TC); validando que el tributo puede utilizarse como herramienta de regulación económica y social (Villegas, 2002, pp. 139-204; García Novoa, 2012, pp. 77-110).

			Sin embargo, la distancia entre el diseño normativo del Régimen y sus resultados en la práctica es evidente. Lo que fue concebido como un instrumento de desarrollo territorial ha terminado, en múltiples casos, por facilitar estructuras empresariales carentes de sustancia económica real y esquemas de planificación fiscal agresiva que desnaturalizan su finalidad original.

			En este contexto, la presentación del Proyecto de Ley 12281/2025-CR3 (en adelante, el Proyecto), que busca elevar el requisito de territorialidad del 70% al 100% para beneficiarse del Régimen, no debe leerse como una simple corrección técnica, sino como la evidencia final del agotamiento del Régimen y la confesión tácita de la incapacidad estatal para fiscalizarlo. Si bien la propuesta legislativa pretende evitar los usos elusivos del Régimen mediante la rigidez absoluta, el presente artículo sostiene que su enfoque es equivocado. El desafío no consiste en debatir porcentajes (70% c. 100%), sino en reformar la política de incentivos atacando la causa estructural del problema: la persistencia de un centralismo disfuncional y la obsolescencia del control basado únicamente en la geografía.

			B.	Delimitación dogmática y alcance del Régimen: el diseño híbrido de los incentivos

			El artículo 11 de la Ley configuró un sistema complejo de beneficios tributarios: tasas reducidas del impuesto a la renta (en adelante, IR); exoneración del impuesto general a las ventas (en adelante, IGV); y del impuesto selectivo al consumo, los que se sujetaron a un estricto criterio de territorialidad como condición habilitante del incentivo. El umbral territorial del 70% opera como una condición habilitante transversal para el acceso al conjunto de beneficios previstos por la Ley, aun cuando su concreción normativa y su intensidad puedan variar según el tipo de tributo, actividad o supuesto regulado.
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			Este diseño híbrido respondió a una lógica pragmática: garantizar que la actividad generadora de renta se desarrollara en la Amazonía sin imponer condiciones económicamente inviables. El legislador de 1998 comprendió que exigir una cadena de valor íntegramente localizada en la región no era realista, dada la ausencia estructural de industrias de soporte, provisión de maquinaria y servicios especializados.4

			Bajo esta perspectiva dogmática, el reconocimiento del margen restante para operaciones extrazonales no constituyó una laguna técnica, sino una válvula de escape funcional indispensable. Jurídicamente, esta disposición valida la teoría de la unidad económica de la empresa: reconoce que, aunque el centro de imputación de rentas y la generación de valor sustancial deben radicar en la Amazonía, el contribuyente necesita interactuar con otros actores y mercados nacionales para la adquisición de bienes, logística y comercialización final. En consecuencia, el diseño original del incentivo no perseguía el aislamiento, sino su integración competitiva.

			No obstante, la debilidad del diseño residió precisamente en la confianza depositada en un control puramente locativo (la regla 70/30), prescindiendo de la verificación material de la sustancia económica de la inversión. Al enfocarse solo en la presencia física de activos, el legislador no previó que el cumplimiento formal del umbral dejaría una ventana abierta para estructuras que, aunque legalmente válidas, carecían de verdadera actividad económica en la zona, transformando el Régimen, de un promotor de desarrollo regional, en un instrumento de erosión de la base imponible nacional mediante la explotación de asimetrías regulatorias.

			C.	La patología del sistema: el fenómeno del ‘fraude a la ley’

			Pese a las intenciones del legislador, la realidad demostró la insuficiencia de controles materiales por parte de la administración tributaria para verificar la sustancia económica de las operaciones amparadas en el Régimen. Este fenómeno no puede interpretarse como un desvío marginal, sino como una consecuencia previsible del propio diseño normativo adoptado. La brecha persistente entre forma jurídica y realidad económica permitió la proliferación de esquemas de planificación fiscal agresiva que instrumentalizaron el Régimen mediante las denominadas ‘sociedades vehículo’, constituidas con el único propósito de cumplir formalmente el umbral del 70%, usualmente a través de la asignación de activos nominales a la Amazonía, mientras que la dirección efectiva del negocio, la toma de decisiones estratégicas y el mercado relevante operaban, en numerosos casos, desde Lima u otras jurisdicciones fuera de la Amazonía. 

			Este comportamiento encuadra, a nuestro juicio, en los supuestos abordados por el proyecto denominado Erosión de la Base Imponible y Traslado de Beneficios (en adelante, BEPS) de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE), que lo identifica como parte de las denominadas prácticas fiscales perniciosas. Tales esquemas no solo erosionaron la base imponible nacional, sino que además frustraron la finalidad esencial del Régimen, al desviar recursos hacia estructuras carentes de sustancia económica efectiva en la región, reduciendo artificialmente la carga tributaria sin generar valor productivo local ni dinamismo territorial. El problema, por tanto, no fue coyuntural. 

			Este fenómeno de captura fiscal puso en evidencia la incapacidad operativa del Estado central para acompañar, supervisar y controlar de manera eficaz sus propias políticas de fomento. La administración tributaria careció de herramientas normativas suficientes y de un respaldo jurisprudencial sólido –como se evidenciaría posteriormente en la práctica administrativa y jurisdiccional– para exigir una correspondencia real entre la forma societaria adoptada y la actividad económica efectivamente desarrollada. En consecuencia, el fracaso del Régimen, en su dimensión fiscalizadora, no solo ocasionó un perjuicio cuantificable a la recaudación, sino que además se convirtió en una expresión estructural de la debilidad institucional del centralismo para gestionar políticas de desarrollo regional complejas, demostrando la obsolescencia del modelo de control locativo adoptado por la Ley y transformando un instrumento promocional en un mecanismo funcional a prácticas elusivas.

			D.	Justificación fiscal y planteamiento del problema

			Desde la óptica del legislador, la reforma resulta impostergable debido a la ineficiencia estructural del gasto tributario y a la baja presión fiscal del país en comparación con sus pares regionales. La Exposición de Motivos del Proyecto se sustenta en el Marco Macroeconómico Multianual 2024-2025, señalando que los actuales beneficios tributarios presentan rasgos regresivos: históricamente, el 13% de las empresas concentra el 70% de los recursos públicos destinados a este incentivo, lo que evidencia una captación del beneficio por parte de grandes contribuyentes sin el retorno social esperado (Ministerio de Economía y Finanzas [MEF], 2024).

			La justificación estatal enfatiza, además, una brecha recaudatoria significativa. Mientras países vecinos con soberanía amazónica, como Brasil y Colombia, registran una presión tributaria cercana al 40.0% y 32.3% del Producto Bruto Interno (en adelante, PBI), respectivamente, el Perú apenas alcanza el 19.7%. El legislador atribuye esta disparidad a elevados niveles de evasión y elusión, citando estimaciones oficiales que sitúan el incumplimiento del IGV en 36.5% y del IR en 40.5% de la recaudación potencial (Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria [SUNAT], 2023). 

			Dichos porcentajes de incumplimiento se ilustran en el siguiente gráfico:
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			Mientras Brasil y Colombia exhiben niveles elevados de presión tributaria, el Perú presenta una recaudación significativamente menor, fenómeno que coexiste con altos niveles de evasión en el IGV y en el IR, lo que explica en buena parte la brecha estructural en ingresos fiscales (SUNAT, 2023).

			Bajo esta lógica, el planteamiento del problema desde la perspectiva del Proyecto sostiene que la flexibilidad territorial vigente (regla 70/30) opera como un foco estructural de erosión de la base imponible. En consecuencia, la propuesta de modificar el artículo 11.2 de la Ley, para exigir que el 100% de los activos y actividades se realicen dentro de la Amazonía no se formula únicamente como una medida de control, sino como un requisito para ‘garantizar la competitividad’ y asegurar que la renuncia fiscal del Estado se traduzca efectivamente en inversión local.

			No obstante, el problema jurídico y económico que identifica el presente artículo es que la solución propuesta –la territorialidad absoluta– ignora las causas estructurales de la falta de competitividad de la Amazonía, las cuales radican en la falla de infraestructura, no en el porcentaje de activos.

			La hipótesis central que guía este análisis es la siguiente: el Régimen, en su degeneración funcional, ha facilitado la erosión de la base imponible; sin embargo, la imposición del criterio de territorialidad del 100% constituye una medida desproporcionada. Si bien el Proyecto pretende corregir la elusión y la regresividad del gasto tributario, al exigir una autosuficiencia productiva en una región caracterizada por el aislamiento geográfico y la precariedad de infraestructura –factores reconocidos en la propia iniciativa legislativa–, la norma termina penalizando la inversión legítima y profundizando la desarticulación económica extra zonal.

			II.	METODOLOGÍA Y ANÁLISIS DE LA DIALÉCTICA TERRITORIAL

			A.	Metodología

			La investigación adopta un enfoque de análisis económico del derecho (en adelante, AED), articulado con herramientas de la dogmática constitucional y tributaria. Dicho enfoque no se emplea con fines descriptivos, sino como criterio de evaluación de eficiencia normativa, orientado a contrastar la racionalidad económica del diseño legal con sus efectos institucionales observables. El umbral del 70% previsto en el diseño original del Régimen es examinado a partir de la Teoría de los Costos de Transacción de Ronald Coase5 (1937) y de los aportes de la Organización Industrial (Tirole, 1988, pp. 45-87), con el propósito de evaluar si dicha exigencia respondía a restricciones económicas reales –como los costos operativos en la Amazonía, la estructura de los mercados y las asimetrías de información– o si, por el contrario, terminaba favoreciendo construcciones jurídicas meramente formales.

			Por otro lado, la propuesta de elevar el umbral al 100% es analizada a la luz del test de proporcionalidad desarrollado por el Tribunal Constitucional peruano, a fin de determinar si la medida resulta constitucionalmente idónea, necesaria y razonable frente a las distorsiones identificadas en el Régimen vigente. Este examen no se limita a una lectura abstracta de los derechos comprometidos, sino que incorpora una valoración material de los efectos económicos de la norma y de sus impactos territoriales previsibles.

			El análisis se completa con la revisión de la Casación 1413-2011-LIMA y de los estándares internacionales aplicables a regímenes fiscales preferenciales, en particular la acción 5 del plan BEPS de la OCDE, con el objetivo de situar la discusión nacional dentro de un marco comparado más amplio sobre prácticas fiscales perniciosas y sobre los límites legítimos a los incentivos tributarios.

			B.	AED: costos de transacción y la frontera organizacional

			Para evaluar la racionalidad económica del cambio normativo propuesto, resulta indispensable examinar la realidad logística de la Amazonía bajo el prisma de la Teoría de los Costos de Transacción. En este marco, la referencia central es Ronald H. Coase, quien, en su obra seminal The Nature of the Firm (1937) y, posteriormente, en The Problem of Social Cost (1960), demostró que la estructura interna y los límites de una empresa dependen de los costos asociados al uso del mecanismo de mercado. En suma, Coase sostuvo que los agentes económicos organizan sus actividades de tal manera que minimizan los costos de transacción, cuando dichos costos son elevados –por ejemplo, debido a restricciones logísticas o de infraestructura– determinadas actividades pueden perder competitividad o incluso dejar de ser viables. Desde esta perspectiva, los incentivos tributarios pueden actuar como mecanismos institucionales que compensan parcialmente esas desventajas estructurales.
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			La exoneración actúa como un subsidio a la oferta, desplazando la curva ($Q_1\a Q_2$). Este diferencial compensa los sobrecostos logísticos estructurales: el productor obtiene un margen mayor ($P_3$) para cubrir la ineficiencia regional, manteniendo un precio competitivo ($P_2$) y evitando la inviabilidad operativa. 

			El mecanismo ilustrado en el gráfico 2 valida la causalidad del beneficio: la exoneración no constituye un privilegio indebido, sino una medida de nivelación competitiva. El gasto tributario del Estado no genera una ganancia extraordinaria para el privado, sino que reestablece la neutralidad económica, permitiendo que la inversión subsista ($Q_2$) en donde las asimetrías de infraestructura ($P_3$) hubieran confiscado la rentabilidad del proyecto.

			Esta lógica jurídica va en línea con la eficiencia económica postulada por Coase: los agentes racionales buscan minimizar las fricciones transaccionales. Cuando los costos de transacción (búsqueda, negociación, transporte y ejecución) en una geografía aislada se tornan prohibitivos, el mercado falla en asignar recursos eficientemente. En este contexto, el diseño original del Régimen (umbral 70/30) no fue una arbitrariedad legislativa, sino una solución institucional eficiente. La norma reconocía tácitamente que, debido a los sobrecostos estructurales de la selva, la ‘frontera organizacional’ amazónica requiere flexibilidad para integrarse con mercados de menores costos de transacción para ser viable, evitando así el aislamiento económico que condenaría al fracaso cualquier iniciativa de inversión.

			1.	Evidencia empírica de la fricción transaccional 

			En el caso de la Amazonía, los costos de transacción no son teóricos; son barreras físicas cuantificables. La investigación del Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana proporciona evidencia decisiva mediante la estimación de funciones de costo de transporte fluvial. A efectos de acreditar la disparidad logística, el siguiente cuadro desglosa los componentes del costo de transporte: el factor ($\alpha$), que refleja los costos fijos de acceso al mercado; y el factor ($\beta$), que cuantifica los costos logísticos asociados a la distancia. Esta evidencia técnica desvirtúa la presunción de homogeneidad territorial: 6 7
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			La disparidad de funciones evidencia barreras estructurales de acceso que justifican, bajo criterios de razonabilidad, un tratamiento fiscal diferenciado (IIAP, 2018; García Novoa, 2012, pp. 79-90).

			La lectura de los coeficientes revela una distorsión severa en la competitividad territorial. Mientras que el eje troncal del río Amazonas presenta una pendiente ($\beta$) de 0.29, permitiendo economías de escala similares al transporte marítimo, los afluentes periféricos como el río Tigre exhiben una pendiente de 1.30, lo que implica que el costo marginal de transporte se cuadruplica debido a la sinuosidad y falta de calado.

			Jurídicamente, esto evidencia que la fricción logística no es uniforme. El alto intercepto ($\alpha$) en cuencas como el Napo confirma la existencia de barreras de entrada estructurales reflejadas en elevados costos fijos operativos que dificultan el ingreso y permanencia en el mercado. En consecuencia, la exigencia de una territorialidad del 100% ignora esta disparidad: obligar a una empresa situada en una cuenca de alta fricción ($\beta$ alto) a ser logísticamente autosuficiente equivale a condenarla a la inviabilidad económica, vulnerando el principio de igualdad material al aplicar una regla uniforme a realidades operativas diametralmente opuestas.

			2.	La racionalidad del umbral 70/30: internalización de externalidades

			La evidencia confirma que una política de territorialidad absoluta (100%) es incompatible con la estructura de costos real. Desde la óptica de Coase (1960), la insuficiencia de infraestructura pública –carreteras, puertos funcionales– incrementa significativamente los costos de transacción que enfrentan los agentes económicos de la Amazonía. Esta situación obliga a las empresas a asumir sobrecostos derivados de limitaciones estructurales ajenas a su control, afectando su competitividad y capacidad de inversión.

			El umbral 70/30 funciona como un mecanismo de compensación institucional:

			–	El 70% (anclaje): asegura que la generación de valor sustancial y la inversión en activos fijos ocurran en la zona (beneficio local).

			–	El 30% (válvula de Eficiencia): permite a la empresa ‘eludir’ fricción logística excesiva para actividades finales (comercialización, gestión financiera), ubicándolas en zonas de menores costos de transacción).

			Al eliminar este margen y exigir el 100%, el Proyecto obliga a la empresa a internalizar la totalidad de la ineficiencia logística regional. Esto equivale a trasladar al sector privado el costo íntegro de la falla del Estado. 

			La persistencia de proyectos fallidos como la Hidro vía Amazónica (MEF, 2024) confirma que la externalidad negativa no ha sido resuelta. Por tanto, retirar el mecanismo de compensación (el margen del 30% y los beneficios fiscales) antes de corregir la falla estructural (infraestructura) constituye un error de política económica que resultará en una contracción de la oferta formal y un aumento de precios, desvirtuando el propósito constitucional de desarrollo de la región.

			C.	Situación jurisprudencial del Régimen y el tránsito del vicio formal a la inconstitucionalidad material

			1.	Situación jurisprudencial del Régimen

			La crisis del diseño normativo del Régimen se hizo evidente al dictarse el Reglamento de las disposiciones tributarias de la Ley8, donde se introdujo una territorialidad absoluta de facto al exigir, para determinados sectores, que no existiera producción fuera de la Amazonía. Inevitablemente, esto desborda el marco legal de la Ley cuyo alcance le permitía un margen de operaciones externas del 30% al contribuyente. 

			Esta precisión reglamentaria no fue una mera precisión técnica, sino una alteración normativa del contenido esencial del beneficio tributario previsto en la Ley. Afortunadamente, la Corte Suprema frenó esta extralimitación y en la Casación 1413-2011-LIMA, optó por salvaguardar el principio de jerarquía normativa para resolver este conflicto (Salazar & Hernández, 2020).

			Esta sentencia reafirmó que la potestad reglamentaria no puede alterar el contenido de la ley (sea de manera aditiva o restrictiva) y restableció la legalidad formal del Régimen al descartar la introducción de la territorialidad absoluta (Casación 1413-2011-LIMA 2013). A pesar de ello, la Autoridad Administrativa aprobó el Informe 26-2012, que asumió la posición de la territorialidad absoluta del Reglamento, y este sirvió de base a diversas fiscalizaciones por parte de esta autoridad (Salazar y Hernández, 2020). 

			Una de las decisiones administrativas amparadas en este criterio ilegal fue revisada por la Corte Suprema en la Sentencia en Apelación 1915-2017-LIMA. Allí, se pudo advertir que, además de la transgresión de las disposiciones reglamentarias, la Ley permite que al menos el 30% de los activos y/o producción del contribuyente sean llevados fuera de la Amazonía, así como, esta situación reglamentaria impone una diferenciación injustificada y no prevista en la Ley para el transporte de carga (2018).

			En adición a lo anterior, la SUNAT precisó esta situación en el Informe 27-2014-SUNAT/4B0000, que el servicio de transporte debía considerarse ‘íntegro’ si se iniciaba y concluía en la Amazonía, al margen de la ruta efectiva (2014). Esta precisión, si bien reveló un reconocimiento implícito del exceso, fue insuficiente: un criterio administrativo no puede subsanar un vicio de jerarquía normativa ni convalidar una restricción carente de base legal.

			Tal como podemos observar, el control de la legalidad de las disposiciones reglamentarias se ha realizado desde una óptica formal y si bien se ha blindado la proporción 70/30, se ha postergado el examen de su racionalidad económica. Es decir, el problema de fondo, sobre la finalidad del Régimen, continúa sin ser explorado. 

			2.	El tránsito del vicio formal a la inconstitucionalidad material

			Considerando lo anterior, parecería que el Poder Judicial trasladó implícitamente al Poder Legislativo la solución a este problema. En ese contexto, el Proyecto debe considerarse como un cambio hacia otro escenario: se sustituye el problema del ámbito de control de la legalidad administrativa por el control de la constitucionalidad de la ley y, con ello, el conflicto muta de ilegalidad formal a inconstitucionalidad material.

			De esta manera, es pertinente recordar que, el principio de reserva de ley garantiza que los tributos sean creados por los órganos depositarios de la voluntad general (Bravo Cucci, 2009, p. 123). Esto se debe a que, aquellas personas que se benefician de la protección de los gobiernos deben sostenerlo con su patrimonio, pero debe ser con su propio consentimiento (Spisso, 2011, p. 250). 

			Sin embargo, al momento de decidir algún aspecto tributario, se debe observar los principios constitucionales que lo delimitan, por lo que, la regla de la territorialidad absoluta (100%) queda al escrutinio de la razonabilidad, igualdad y capacidad contributiva. Aquí es donde emerge el problema sustantivo: el Proyecto transfigura un defecto de validez formal en un defecto de validez material.

			Nos explicamos, la arbitrariedad no se refiere únicamente a los actos en contra de la ley, sino también, a cualquier acto contrario a los derechos fundamentales que guían los principios constitucionales sobre garantías individuales. Es decir, la arbitrariedad ahora se relaciona con la ilegitimidad, por lo que, pueden existir actos legales, pero arbitrarios. (Sagüés, 1979, p. 98) 

			Es así como la discusión del Proyecto que se produzca en el Congreso de la República que niegue o desconozca estos principios, repuntaría en que automáticamente se dicte una ley arbitraria. Aquí es donde emerge el problema sustantivo, pues la nueva exigencia de territorialidad absoluta, aún cuando tenga rango de ley, debe superar el test de proporcionalidad para evitar que se dicte una ley confiscatoria, especialmente en contextos de desventaja estructural.

			El impacto fiscal acumulativo de este nuevo esquema contenido en el Proyecto es determinante. El Régimen original articulaba un equilibrio compensatorio: plena imposición al consumo (IGV 18%) atemperada por una tasa reducida del IR (5% o 10%) condicionada a la proporción de 70/30. 

			El Proyecto rompe ese balance: El incumplimiento del 100% –frecuentemente inevitable por imperativos operacionales– expulsa al contribuyente al régimen general (IR 29.5%), sumado a la plena tributación indirecta. Se configura así una sobrecarga fiscal estructural que mina la competitividad regional y vulnera los principios de capacidad contributiva y no confiscatoriedad.

			En suma, el tránsito de la restricción desde el Reglamento a la Ley no depura el vicio, sino que lo radicaliza: de una ilegalidad formal se pasa a una inconstitucionalidad material. El Régimen, concebido como herramienta de desarrollo, queda desnaturalizado y opera como una trampa fiscal de doble carga que castiga la actividad económica real en la Amazonía.

			III.	LA SEGMENTACIÓN DE LA POLÍTICA FISCAL Y LA FRAGMENTACIÓN CORPORATIVA

			A.	El modelo ‘Loreto’ y la evidencia de su fracaso

			El régimen implementado en el departamento de Loreto mediante la Ley 30897, que entró en vigencia el 1 de enero del 2019, trasciende la condición de antecedente normativo para erigirse como un verdadero contraste institucional. Al sustituir la histórica exoneración del IGV y el reintegro tributario por la constitución de un fideicomiso de administración y pagos, el legislador asumió una premisa de política pública clara: que el Estado sería un agente más eficiente que el sector privado en la asignación de recursos, reemplazando el incentivo disperso (gasto tributario) por inversión focalizada (gasto público directo).

			No obstante, la evidencia empírica disponible hasta el año 2025 desmiente esta premisa. Los informes de control institucional revelan que el fideicomiso de Loreto enfrenta serias deficiencias de ejecución presupuestal y falencias de gobernanza. A pesar de contar con transferencias anuales garantizadas que, tras las incorporaciones normativas recientes (Plan de Cierre de Brechas), superan en conjunto los S/. 400 millones anuales, la región mantiene un bajo nivel de ejecución física y obras paralizadas. La rigidez administrativa impuesta por el propio diseño legal del fideicomiso ha derivado en que la abundancia de recursos financieros conviva paradójicamente con la carencia de servicios públicos, revelando una profunda desconexión entre la disponibilidad de caja fiscal y el impacto social real.

			Esta constatación hace particularmente problemática la orientación del Proyecto. El Estado propone suprimir los incentivos al sector privado para migrar hacia un modelo de administración pública cuya ineficacia en Loreto ya ha sido empíricamente demostrada. Se configura así una incoherencia sistémica: se abandona el gasto tributario donde persisten fallas institucionales no resueltas y se impone una lógica estatal centralizada que no ha probado ser superior en términos de resultados.

			En lugar de corregir los defectos estructurales de dicho modelo, el Proyecto opta por extender implícitamente su filosofía a territorios donde aún existe inversión privada operativa, pero imponiendo la exigencia de territorialidad absoluta. El mensaje es contradictorio: el Estado afirma confiar en la inversión directa, pero traslada simultáneamente al sector privado restricciones de cumplimiento materialmente imposible.

			B.	La incoherencia sistémica del Proyecto 

			El Proyecto no solo introduce una modificación operativa, sino que instituye una fractura dogmática en la política fiscal. Al mantener la coexistencia de dos modelos antagónicos para una misma realidad geográfica y socioeconómica (la Amazonía): por un lado, valida el modelo Loreto (gasto público directo), asumiendo que el Estado es el agente más eficiente para cerrar brechas mediante la inversión centralizada de recursos recaudados; y por el otro, propone para el resto de la Amazonía un Modelo de gasto tributario hiper restringido, donde confía en el privado pero lo ata de manos con condiciones de pureza territorial (100%) que son materialmente, a nuestro parecer, incumplibles.

			Esta dualidad no es inocua; genera una asimetría regulatoria insostenible que subvierte el principio de neutralidad impositiva. Al imponer castigos de rigidez extrema en una jurisdicción (el Proyecto del 100%) mientras se consolida un modelo de gestión presupuestal en Loreto, el Estado crea incentivos perversos para el arbitraje regulatorio. Los agentes económicos racionales dejarán de tomar decisiones de localización basadas en ventajas comparativas reales (logística, recursos naturales, capital humano) para basarlas exclusivamente en el ‘shopping de regímenes’9, es decir en la búsqueda estratégica del marco normativo y tributario más favorable, con independencia de la localización efectiva de la actividad económica (Devereux & Griffith, 1998, pp. 335-367; OECD, 2015, pp. 1-54).

			En consecuencia, el Proyecto distorsiona gravemente la eficiencia asignativa de los recursos. En lugar de promover la competitividad, se alienta una migración corporativa artificial y una competencia desleal entre regiones, donde el éxito empresarial dependerá de la capacidad para evitar la elevada carga tributaria general o las restricciones administrativas excesivas, antes que en el desempeño económico real. Esto debilita la predictibilidad del ordenamiento jurídico nacional y fragmenta el principio de igualdad ante las cargas públicas, transformando la política de desarrollo amazónico en un esquema normativo incoherente, carente de una visión integral de Estado.

			C.	Presión fiscal efectiva desproporcionada: la trampa de la doble carga

			El requisito del 100% de exclusividad genera una sobrecarga fiscal inadvertida. Ante la vulneración de dicho requisito, el contribuyente quedaría sujeto a la tasa plena sobre la renta (IR 29.5%) y la tributación plena al consumo (IGV 18%). Este salto aniquilaría la competitividad regional, vulnerando los principios constitucionales de capacidad contributiva y no confiscatoriedad.

			El verdadero perjuicio reside en que el Proyecto convierte la compensación fiscal en una trampa punitiva. El incremento súbito de la carga fiscal total por la eliminación del beneficio del IR equivale, en términos económicos, a penalizar una inversión cuya baja rentabilidad ya está dada por los altos costos estructurales impuestos por el Estado. La medida es regresiva y desincentiva la formalidad regional.

			Esta mecánica binaria de cumplimiento (‘todo o nada’) despoja al sistema tributario de toda racionalidad sancionadora. Un incumplimiento marginal –por ejemplo, mantener el 99% de activos en la zona y un 1% fuera por necesidad logística– detona la pérdida total del beneficio, elevando la Tasa Efectiva de Tributación a niveles que pueden superar la utilidad operativa real. Jurídicamente, esto transforma el tributo en una herramienta de expropiación indirecta, pues el Estado termina apropiándose de una renta que la empresa no ha generado por eficiencia comercial, sino que intentaba preservar ante la hostilidad del entorno geográfico.

			IV.	ANÁLISIS CONSTITUCIONAL Y DOGMÁTICA TRIBUTARIA

			A.	Principio de legalidad y el derecho intertemporal: la ruptura de la confianza legítima

			La seguridad jurídico-tributaria se puede entender como una norma-principio que exige que los poderes legislativo, ejecutivo y judicial adopten comportamientos que contribuyan a la generación de un estado de confiabilidad, calculabilidad jurídica, apoyado en su elevada cognoscibilidad, a través del control jurídico-racional de los argumentos que fundamentan sus decisiones (Ávila, 2012, p. 243). En ese sentido, el Proyecto colisiona frontalmente con este principio al no contribuir a esta situación.

			El cambio abrupto del escenario fiscal en la Amazonía que eleva los requerimientos para gozar del incentivo del Régimen del 70% al 100% sin establecer un esquema de transacción adecuado amenaza con vaciar de contenido económico las inversiones realizadas por los contribuyentes. Así, al impactar inevitable y abruptamente en su patrimonio, no solo atenta contra la seguridad jurídica, sino que configurara una expropiación indirecta o expropiación regulatoria (Expediente 00239-2010-PA/TC, 2012, fundamento 30). 

			Esta acción no solo es jurídicamente cuestionable, sino que da cuenta de la debilidad institucional del Estado y merma la confianza de los contribuyentes. El costo real de esta inestabilidad normativa repercute en las futuras inversiones. No se debe olvidar que los agentes económicos también internalizan la credibilidad regulatoria y al demostrar que el incentivo fiscal puede ser alterado radicalmente con facilidad o afán recaudatorio, el Estado destruye la señal de confianza necesaria para el desarrollo de la selva y fomenta la huida de dichos capitales, perpetuando el ciclo de subdesarrollo que la Ley buscaba romper.

			B.	El test de proporcionalidad

			Ahora bien, para determinar la validez constitucional de la exigencia de autosuficiencia productiva en el marco del Régimen someteremos el Proyecto al test de proporcionalidad. Así, se podría sostener que la intervención legislativa persigue un fin constitucionalmente legítimo al garantizar el acceso a los incentivos tributarios en igualdad de condiciones a aquellas personas que se encuentren dentro del área de influencia del Proyecto, pero los medios empleados devienen en inconstitucionales por su excesiva rigidez y, fundamentalmente, por no superar el juicio de necesidad. Es decir, se intenta garantizar el principio de igualdad.

			1.	Examen de idoneidad: el fin no justifica el medio

			Una vez identificada la finalidad del Proyecto y el principio que se intenta optimizar, el examen de idoneidad exige que la injerencia que se realice sea óptima para fomentar un objetivo constitucionalmente legítimo (Expediente 0045-2004-PI/TC, fundamentos 63 y 65). Entonces, se podría sostener que el Proyecto es idóneo al exigir que el 100% de los activos y actividades estén en la Amazonía para acceder al beneficio y que el IR de 5% se extienda al transporte fluvial. De esta manera, al asumir una posición de territorialidad absoluta se logra fomentar el objetivo constitucionalmente legítimo de igualdad en el acceso a los beneficios tributarios. Sin embargo, la idoneidad no basta; la medida debe ser la estrictamente indispensable.

			2.	Examen de necesidad: la existencia de alternativas menos gravosas (el estándar BEPS)

			El examen de necesidad exige que no exista otro medio alternativo que, siendo igualmente idóneo para alcanzar el fin constitucional perseguido, resulte menos restrictivo del derecho fundamental afectado (Tribunal Constitucional, 2005b, fundamento 65). En este caso, el Proyecto no supera dicho escrutinio, pues el Estado contaba con una alternativa técnica superior y menos lesiva: la adopción de los estándares previstos en la acción 5 del plan BEPS de la OCDE, orientados a combatir prácticas fiscales perniciosas mediante requisitos de actividad sustancial, y no a través de restricciones locativas absolutas (OCDE, 2015, pp. 1-54).

			La inviabilidad material de esta restricción absoluta se hace evidente al contrastarla con la realidad económica de la región. El requisito del 100% ignora la severa brecha de infraestructura vial y portuaria de la Amazonía y sus altos costos logísticos, factores que obligan a las empresas a mantener plataformas de distribución o soporte fuera de la selva para ser viables. Al prohibir esta integración, la norma destruye el valor de las inversiones ya realizadas, convirtiéndolas en costos hundidos y afectando la continuidad de la cadena de producción. Por ende, la medida no es económicamente necesaria para proteger la recaudación.

			A diferencia del enfoque adoptado por el Proyecto –que impone una lógica de aislamiento geográfico o autosuficiencia productiva–, el estándar BEPS no exige la concentración total de activos físicos en la jurisdicción beneficiada, sino la verificación de que las actividades generadoras de ingresos centrales se desarrollen efectivamente en ella. En este sentido, el criterio de sustancia económica desplaza el control desde la mera localización formal hacia el análisis material de funciones, activos y riesgos, conforme al principio de creación de valor (OCDE, 2015, pp. 1-54; OCDE, 2022, pp. 37-138).

			Desde esta perspectiva, el control de sustancia permite validar el acceso al incentivo fiscal aún cuando determinadas funciones auxiliares –como la logística, la comercialización o ciertos servicios administrativos– se desarrollen fuera de la Amazonía, siempre que el contribuyente acredite empleo cualificado, inversión productiva real y gasto operativo significativo en la región beneficiada. Este enfoque resulta coherente con la teoría económica de la empresa y con los estándares internacionales en materia de regímenes fiscales preferenciales, al evitar la fragmentación artificial de la actividad económica y preservar la eficiencia organizacional (Coase, 1937; Williamson, 1985).

			Al optar por imponer una territorialidad absoluta del 100%, el legislador descartó deliberadamente estas herramientas de fiscalización cualitativa, que habrían permitido proteger la recaudación sin estrangular la operatividad empresarial. En consecuencia, la medida adoptada no satisface el juicio de necesidad: no es la menos restrictiva entre las disponibles, sino la más simple desde una perspectiva administrativa, trasladando al contribuyente el costo de la incapacidad estatal para fiscalizar la sustancia económica de las operaciones (Tribunal Constitucional, 2005b; Expediente 0045-2004-PI/TC; OCDE, 2015, pp. 1-54).

			3.	Examen de proporcionalidad en sentido estricto: la ponderación fallida

			Finalmente, la medida no supera el test de ponderación. El grado de satisfacción del fin (asegurar el acceso a los beneficios en igualdad de condiciones) es bajo en comparación con la intensa afectación a los derechos fundamentales (libertad de empresa, propiedad y el mandato de desarrollo del artículo 69 de la Constitución Política del Perú).

			La decisión legislativa de imponer la territorialidad absoluta constituye el sacrificio de la eficiencia económica y la justicia distributiva en el altar de la facilidad administrativa. El Estado prefiere destruir el tejido empresarial formal amazónico –haciéndolo inviable por costos logísticos– antes que asumir el costo de implementar auditorías complejas de sustancia económica.

			En este punto, es crucial subrayar que la incapacidad técnica u operativa del Estado para fiscalizar esquemas complejos no constituye un título habilitante para restringir derechos fundamentales de manera desproporcionada. La premisa implícita del Proyecto ‘como no puedo auditar la sustancia, prohíbo la actividad externa’, invierte la lógica del Estado de Derecho. La eficiencia recaudatoria no puede lograrse a costa de la asfixia regulatoria del contribuyente cumplidor; hacerlo equivale a legitimar la ineficiencia estatal como fuente de derecho, trasladando el costo de la modernización institucional a los hombros de la frágil economía regional. 

			C.	Naturaleza jurídica: regla anti-elusiva específica locativa c. sustancia económica

			El Proyecto configura, en esencia, una regla anti-elusiva específica fundada en un criterio estrictamente locativo, que equipara la existencia de actividad económica real con la mera presencia física de activos dentro del territorio (‘contar ladrillos’). Este enfoque representa un claro anacronismo doctrinal frente a los estándares modernos, específicamente frente al plan BEPS de la OCDE, que desplaza el eje de control desde la localización formal hacia la generación de valor sustancial.

			En efecto, la acción 5 del plan BEPS exige que los regímenes preferenciales cuenten con requisitos de actividad sustancial. Para regímenes como el amazónico, la OCDE impone el denominado ‘Enfoque de Nexo’ conforme al cual debe verificarse que las actividades generadoras de ingresos centrales se desarrollen efectivamente dentro de la jurisdicción que concede el beneficio. El estándar internacional no exige que el 100% de los activos físicos estén ‘presos’ en el territorio, sino que la creación de valor económico real ocurra allí.

			Desde esta perspectiva, una empresa que mantenga dentro del margen legal permitido (30%) centros comerciales, oficinas administrativas o plataformas logísticas en Lima podría cumplir perfectamente con los estándares BEPS si su núcleo productivo –la transformación o procesamiento industrial– se realiza efectivamente en la Amazonía.

			En última instancia, esta regresión normativa evidencia que el legislador ha confundido el ‘lugar de los activos’ con el ‘lugar de la creación de valor’. Mientras el mundo avanza hacia reglas que gravan la riqueza donde se genera, el Perú retrocede hacia reglas que exigen gravar la riqueza donde se almacena, un error conceptual que costará la viabilidad de la industria formal en la Amazonía.

			Más grave aún, esta visión estática del hecho imponible detonará una mutación del riesgo fiscal. Al bloquear la integración operativa legítima mediante una regla de territorialidad absoluta, el Proyecto incentiva perversamente la fragmentación corporativa artificial (arbitraje regulatorio). El contribuyente, impedido de operar como una unidad económica integrada, se verá forzado a escindir sus operaciones en múltiples vehículos legales para cumplir formalmente con el requisito de ubicación, trasladando el mecanismo elusivo desde la esfera física hacia la financiera.

			Con ello, la pretendida solución legal engendra un problema de fiscalización superior: la elusión de segunda generación. El fraude ya no consistirá en simular un domicilio, sino en la manipulación de los precios de transferencia entre la entidad productora (en la Amazonía) y la comercializadora (en Lima). De este modo, la rigidez de la regla anti-elusiva específica locativa no blinda la recaudación; por el contrario, desplaza la erosión de la base imponible hacia las zonas grises de la valoración de intangibles y operaciones vinculadas, sustituyendo un control geográfico simple por una auditoría de valores de mercado de alta complejidad técnica que la administración tributaria no está preparada para gestionar masivamente.

			V.	IMPLICANCIAS ECONÓMICAS: LA FRAGMENTACIÓN CORPORATIVA Y LA ELUSIÓN DE SEGUNDA GENERACIÓN

			A.	Impacto microeconómico: desintegración vertical y el problema del bloqueo

			Desde la perspectiva de la Economía de los Costos de Transacción, desarrollada por Oliver E. Williamson (1985) a partir de los aportes fundacionales de Ronald H. Coase, la forma que adopta una empresa –integrada o fragmentada– no es arbitraria, sino el resultado de un cálculo de eficiencia económica. En particular, dicha teoría sostiene que la estructura organizacional óptima depende del grado de especificidad de los activos involucrados en la transacción.

			Un activo es específico cuando su valor económico se reduce significativamente fuera de una relación contractual determinada. Este es el caso, por ejemplo, de una planta industrial instalada en una zona geográficamente remota, diseñada para abastecer a un mercado específico y con escasas alternativas de reconversión productiva. Una vez realizada esta inversión, el productor queda ‘atado’ a la transacción: no puede trasladar fácilmente el activo ni redirigir su producción sin incurrir en pérdidas sustanciales.

			En este contexto, la teoría predice que la integración vertical –esto es, el control de las etapas de producción, distribución y comercialización dentro de una misma organización– constituye el mecanismo de gobernanza más eficiente. Al internalizar la transacción, la empresa elimina la dependencia de terceros y reduce el riesgo de comportamientos oportunistas por parte de sus contrapartes.

			Bajo esta lógica económica, la regla de territorialidad absoluta (100%) introduce una distorsión regulatoria significativa, pues prohíbe precisamente el mecanismo que permite proteger la inversión específica. Al impedir que el productor amazónico mantenga activos comerciales o de distribución en el mercado de destino (Lima), la norma fuerza una desintegración vertical regresiva, obligando a la empresa a operar mediante intermediarios independientes.

			Esta fragmentación expone al contribuyente al denominado Problema del Bloqueo10. Una vez realizada la inversión industrial –que adquiere la naturaleza de costo hundido, al no ser recuperable–, los intermediarios, conscientes de que la venta en origen constituye un requisito legal indispensable para la conservación del beneficio fiscal, adquieren un poder de negociación estructuralmente asimétrico. En términos económicos, se configura una estructura en la cual un número reducido de compradores concentra el control del acceso al mercado final.

			Como consecuencia, dichos intermediarios pueden imponer precios de transferencia artificialmente bajos en la compra ‘en puerta de fábrica’, apropiándose de las cuasirrentas generadas por la inversión productiva. El margen de ganancia no desaparece, simplemente se desplaza desde el productor industrial hacia el agente comercial, quien no asumió ni el riesgo ni la inversión inicial.

			Esta ruptura institucional de la cadena de valor genera una ineficiencia estructural. El Proyecto, lejos de fortalecer la actividad productiva en la Amazonía, traslada el control del canal comercial desde quien asume el riesgo industrial hacia un agente de arbitraje, especializado en la captura de rentas. En términos fiscales, el incentivo tributario –la tasa reducida del 5% del IR– se vuelve económicamente irrelevante, pues la base imponible se erosiona antes de la aplicación de la tasa.

			El resultado final es paradójico: la caída forzada del precio de venta en el origen comprime la utilidad neta del productor hasta niveles marginales o nulos. En la práctica, el beneficio fiscal se neutraliza y la medida opera como una restricción con efectos cuasiconfiscatorios indirectos, no por elevación de la tasa, sino por la destrucción regulatoria de la base económica gravable.
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			B.	La elusión de segunda generación: arbitraje y precios de transferencia

			Tenemos la convicción de que la imposición del requisito de territorialidad absoluta (100%) no eliminará la elusión fiscal, sino que forzará su evolución hacia formas más complejas. La rigidez locativa activará un sofisticado arbitraje regulatorio, donde el contribuyente explotará las asimetrías entre el régimen preferencial y el régimen general. La respuesta racional del mercado ante el incremento de los costos de cumplimiento no será el abandono del beneficio, sino la fragmentación corporativa artificial.

			En este escenario, las empresas integradas dejarán de operar bajo una unidad económica indivisa para escindirse estratégicamente en dos vehículos legales, disociando la producción de la comercialización:

			–	Entidad ‘A’ (Amazonía - la productora cautiva): este vehículo concentrará los activos fijos tangibles y la mano de obra operativa para cumplir el requisito de territorialidad y maximizar el uso de la tasa reducida del IR. Funcionará, en la práctica, como una maquiladora interna o una entidad de manufactura por contrato, blindada por la ubicación física de sus factores de producción.

			–	Entidad ‘B’ (Lima - la distribuidora de riesgo limitado): vehículo encargado de la logística de salida y venta final al consumidor, sujeto al régimen general del IR (29.5%). 

			Bajo esta estructura, el riesgo fiscal mutará de un problema fáctico de ubicación física a uno abstracto de valoración económica. La estrategia dominante será la manipulación de los precios de transferencia: la entidad A venderá el producto a la entidad B a un precio inflado (el más alto posible, justificable), con el objetivo de drenar la utilidad de la jurisdicción de alta imposición (Lima) y ‘estacionar’ el margen operativo en la zona de baja imposición (Amazonía).

			Esta mecánica genera una ‘elusión de segunda generación’ que plantea una paradoja administrativa crítica para la SUNAT:

			La entidad ‘A’ (Amazonía) factura el producto a la entidad ‘B’ (su vinculada que se encuentra en Lima) a un precio de transferencia artificialmente alto. Esto provoca que la mayor parte de la utilidad operativa se quede en la jurisdicción con tasa del 5%, mientras que la entidad ‘B’ en Lima opera con un margen mínimo, erosionando la base imponible sujeta a la tasa del 29.5%. El resultado es una tasa efectiva de tributación diluida, lograda mediante ingeniería contable y no por eficiencia operativa. 

			–	Intercambio de costos de control: la administración tributaria cambiará un control de bajo costo y alta certeza (verificación ocular: ¿está la máquina en Iquitos?) por uno de costo prohibitivo y alta litigiosidad: la auditoría del principio de plena competencia. 

			–	La trampa de los comparables: para cuestionar estos precios, la SUNAT deberá realizar análisis funcionales complejos. Sin embargo, se enfrentará a un obstáculo estructural: la inexistencia de comparables fiables. En un mercado amazónico estrecho y especializado, encontrar transacciones no controladas que sirvan de referencia para validar los márgenes de utilidad será casi imposible.

			En consecuencia, el Proyecto corre el riesgo de incentivar una ingeniería fiscal que erosiona la base imponible nacional (BEPS doméstico), perpetuando la ineficacia recaudatoria mediante estructuras formalmente legales, pero económicamente artificiosas.

			VI.	CONCLUSIONES

			–	El Régimen Tributario de la Amazonía no constituye un privilegio fiscal, sino un instrumento de equidad horizontal correctiva, diseñado para compensar los sobrecostos estructurales derivados del centralismo histórico y de la ausencia de infraestructura básica en la región. La patología de la elusión fiscal no es inherente al incentivo, sino un síntoma de la debilidad institucional del Estado para fiscalizar la sustancia económica de las operaciones. Al carecer de capacidad técnica para auditar la creación real de valor, la administración tributaria permitió que la forma jurídica prevaleciera sobre el fondo económico, desnaturalizando la teleología original de la Ley 27037.

			–	La imposición del criterio de territorialidad absoluta (100%) no supera el test de proporcionalidad, particularmente en su subprincipio de necesidad. Al exigir una autosuficiencia productiva y logística en una región estructuralmente desfavorecida, la medida impone una carga innecesaria y excesiva, existiendo alternativas menos restrictivas y técnicamente superiores para tutelar el interés fiscal, como los controles de sustancia económica alineados con la acción 5 del plan BEPS. En la práctica, esta rigidez opera como una barrera de acceso al mercado formal, incompatible con el mandato constitucional de desarrollo de la Amazonía.

			–	Desde una perspectiva económica, la rigidez locativa fuerza una desintegración vertical regresiva. Al prohibir la presencia de activos comerciales en los mercados de destino, la norma condena al productor amazónico a depender de intermediarios, exponiendo inversiones en activos específicos al Problema del Bloqueo y a la apropiación oportunista de las cuasirrentas. Este diseño desincentiva la inversión en capital fijo, debilita la competitividad regional y promueve estructuras productivas de subsistencia, en abierta contradicción con los objetivos declarados del Régimen.

			–	La opción legislativa por una regla anti-elusiva específica de carácter estrictamente locativo representa un retroceso doctrinal frente a los estándares internacionales de la OCDE. Al perseguir la ubicación física de los activos en lugar de las funciones, activos y riesgos efectivamente desempeñados, el Proyecto no elimina la elusión, sino que la transforma. El riesgo fiscal se desplaza desde la simulación de domicilio hacia esquemas sofisticados de precios de transferencia y fragmentación corporativa artificial, sustituyendo un problema de fiscalización geográfica por uno de valoración económica de alta complejidad técnica.

			–	La coexistencia del modelo propuesto (gasto tributario con rigidez del 100%) con el modelo Loreto (gasto público directo vía fideicomiso) evidencia una falta de coherencia en la política de desarrollo estatal. Esta dualidad genera incentivos al arbitraje regulatorio intrarregional, en el que la asignación de recursos responde a la búsqueda del régimen fiscal menos punitivo y no a ventajas comparativas reales. El resultado es una distorsión de la eficiencia económica, una fragmentación territorial del sistema tributario y una afectación al principio de igualdad ante las cargas públicas.

			–	La solución jurídica y económica no reside en la rigidez territorial, sino en una reforma estructural basada en dos pilares complementarios: (i) control de sustancia económica: mantener la válvula de eficiencia del margen funcional (70%), condicionando el beneficio a requisitos estrictos de actividad sustancial –empleo efectivo, inversión productiva real y gasto operativo verificable– conforme a la acción 5 del plan BEPS; y (ii) transición ordenada al gasto público: avanzar progresivamente hacia modelos de inversión pública centralizada, fiscalizable y eficaz, orientados a cerrar las brechas de infraestructura que justificaron originalmente el régimen de excepción.

			–	En definitiva, el Proyecto adolece de un vicio estructural de origen: no configura una verdadera norma anti-elusiva, sino un mecanismo de desintegración económica regulatoria. Su eventual aprobación confirmaría que la política de desarrollo amazónico continúa atrapada entre la renuncia fiscal sin gobernanza y la rigidez normativa sin racionalidad económica. El desafío dogmático y político pendiente no es profundizar ficciones territoriales, sino asumir –como estrategia de Estado– el costo y la responsabilidad de corregir la falla estructural histórica impuesta por el centralismo. [image: ]
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					1	Según cifras del Instituto Nacional de Estadística e Informática [INEI] (2024), la selva representa aproximadamente el 60.3% del territorio peruano.

				

				
					2	Ley publicada el 30 de diciembre de 1998.

				

				
					3	Proyecto de Ley de fecha 2 de setiembre del 2025.

				

				
					4	El departamento de Loreto mantiene un estatus normativo particular: si bien conserva plenamente las tasas reducidas del IR, sustituyó los beneficios del IGV y reintegro tributario por un esquema de transferencia directas vía fideicomiso, conforme a la Ley 30897.

				

				
					5	Ronald Coase fue un economista británico ganador del premio Nobel de Economía en el año 1991.

				

				
					6	Las cuencas fluviales representan cuatro escenarios distintos a fin de demostrar que la aplicación uniforme de la norma genera efectos asimétricos.

				

				
					7	La variable negativa no implica la existencia de costos negativos. Para efectos del análisis, el parámetro relevante es β (1.30), que refleja el elevado costo logístico asociado a la distancia.

				

				
					8	Nos referimos al Decreto Supremo 103-99-EF, Reglamento de las Disposiciones Tributarias contenidas en la Ley 27037, Ley de Promoción de la Inversión de la Amazonía.

				

				
					9	La OCDE define el fenómeno como la utilización estratégica de diferencias normativas entre jurisdicciones para obtener ventajas fiscales no alineadas con la sustancia económica de la actividad. Esta práctica –conocida como regime o treaty shopping– es precisamente la que la Acción 5 del Plan BEPS busca contrarrestar, al condicionar el acceso a los regímenes preferenciales a la existencia de actividad sustancial en la jurisdicción que otorga el beneficio (OECD, 2015, pp. 1-54).

				

				
					10	Problema del Bloqueo: situación en la que una parte, luego de haber realizado una inversión específica y no recuperable (‘costo hundido’), queda expuesta a comportamientos oportunistas.
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia
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igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
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! >
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causante. toria de herederos - Ante el silencio
- Decreto Supremo o la inscripcién del del Decreto Su-
086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
meral 2 - Decreto Supremo EF, se aplica el
086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales
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Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
a5
40

35
30
25
20
15
10

0

Brasil Colombia i Evasién IGV  Evasion IR
(Perti) (Pert)

% de recaudacién potencial del PBI
«





OEBPS/image/Marroquin_cuadro_5.jpg
Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 3: Grandes mensajes del capitulo
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Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+

Gestiéndel riesgo |

Seguridad juridica |

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega
répida

et it vk

s

Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433

Dec.Leg.| |Dec.leg.| [Dec.leg.| |Dec.Lleg. Dec.Leg.| [Dec. Leg.

Vigencia || Vigencia | | 705 122 | | 1235 1263 1530 | | 1535
parcial | plena

290608 011010 200612 180712 260915 101216 160918 030322 19.0322

Ty de s :
~ Obligacones _de _los bligacion adusnera - Obligacion
Operadores de Comercio - Condiciones del ser- "‘;h‘“a"a
Exerior (0CE) vido y_obligaciones aduaners
- Declaracon | adusnera specthcas O6F - Devoluciones
¥ licgada del medio de | | |- Cerscacen como ~ Regimenes
Yransporte ¥ benchios para & aduaneros || - Requistos para la
- Ghlgecn  obutara Opcaie Gondno Cspeciales autorizacion de los
cuanera aado oct
Régmen infraccional - Drern e - Reguisttos para la
i — de} _ procahin Acerfcscion de
~ Wandsto para el sgente || - Meaar de cor los OEA
deaduana Egri Segundo cambio - Garantia Aduanera
- Dversos temas de || Loida de mercancss || |estructural del sistemal  Levante Aduanero
Cambio estructural procedimiento sduaners || - Régimen racionsl | | | peuanert peviang
delsistemaaduanero | |- Diposcon " " de
pervano. legal Aplicacién de
- Régmeninfroccional | | intereses moratorios.
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia






OEBPS/image/Robles_y_Huaynate_tabla_1.jpg
Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)
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Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.
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Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
) >
- la sucesién in- - Cadauno de los he- - El Decreto Supre-
divisa adquiere rederos  adquiere mo 086-2004-EF
en la fecha del (a prorata) en la  no otorga efecto
fallecimiento  del fechade ladeclara-  especial ala adju-
causante. toria de herederos dicacién _judicial
- Decreto Supremo ola inscripcion del o extrajudicial de
086-2004-EF, nu- testamento. los bienes a los
meral 2 - Decreto Supremo  herederos.
086-2004-EF,  nu-
meral 3
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